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Cuando hablamos de Sostenibilidad, ¿de qué esta-
mos hablando? Hablamos de satisfacer las necesi-
dades de las generaciones presentes sin compro-
meter a las generaciones venideras y sin poner en 
riesgo el Planeta y las formas de vida que alberga. 
Sin embargo, esta solidaridad intergeneracional 
parece absolutamente utópica si consideramos que 
ni siquiera somos solidarios con aquellos pueblos 
con los cuales coexistimos en el tiempo y que están 
lejos de tener una vida digna.

Desgraciadamente, la Sostenibilidad Ambiental 
no parece que vaya a ser alcanzable si no le ante-
cede una Sostenibilidad Económica bien entendida, 
porque, para unos pocos, pero muy influyentes 
actores, si no se percibe un retorno económico 
inmediato, el Desarrollo Sostenible no es más que 
una quimera, cuando, a largo plazo, nada hay más 
Rentable que lo Responsable, que es aquello que 
realmente beneficia a todos. 

Mantener nuestro actual modelo energético es 
rentable para unas pocas empresas, pero absoluta-
mente irresponsable para la Sociedad. La barreras 
para lograr la implantación de un modelo energético 
renovable ya no son tecnológicas, sino empresa-
riales y políticas, plasmadas en marcos normativos 
disuasorios, cuya máxima expresión ha sido la inse-
guridad jurídica que están soportando las empresas 
del sector renovable; pero, con especial crudeza, las 
62.000 familias productoras de energía solar foto-
voltaica, a las que ya no sólo se les ha traicionado 
con el BOE en la mano, sino que, no conformes con 
ello y para justificar esta tropelía, se las ha estigma-
tizado socialmente, culpabilizándolas de todos los 
males del sistema eléctrico español y atribuyéndoles 
retornos inverosímiles.

Nuestro Sistema Energético hubiera podido so-
portar la transición de viejo modelo (fósil-nuclear) 
al paradigma renovable sin perjuicio para el bolsillo 
de los españoles y sin generar déficit de tarifa, 
bastaba con retribuir cada tecnología a un precio 
razonable y eliminar el mecanismo que sobre-re-
tribuye, tal y como señala la propia Unión Europea, 

instalaciones nucleares e hidráulicas, porque esos 
excedentes hubieron podido financiar la necesaria 
transición energética.

Quiero terminar recordando una sátira muy co-
nocida sobre el proteccionismo escrita y publicada 
en 1845 por el economista francés Frédéric Bastiat, 
que es parte de su obra Sofismas Económicos, se 
titulaba: “La petición de fabricantes de velas”, en 
ella, los fabricantes de velas pedían a la Cámara de 
Diputados francesa que protegiera a su sector de 
la competencia desleal de una potencia extranjera: 
el Sol. Una divertida sátira de la Francia del siglo 
XIX, hecha realidad en la España del siglo XXI. 
Ponerle trabas a la energía solar puede interesar a 
nuestros “fabricantes de velas”, pero atenta contra 
el sentido común y el Interés General. 

En manos de aquellos que deciden cuál es la 
voluntad soberana del Estado, expresada a tra-
vés del Boletín Oficial del Estado, está restaurar 
la Seguridad Jurídica y despejar de obstáculos el 
camino que nos llevará hacía un bienestar sosteni-
ble, porque cuando las leyes de los hombres entran 
en conflicto con las leyes de la Naturaleza, iniciamos 
una senda de autodestrucción con un punto de no 
retorno que estamos a punto de atravesar. Hasta 
ahora, el Planeta había sido paciente con la codicia 
de los hombres, de algunos hombres, pero ya nos 
ha dicho BASTA.

Miguel Ángel Martínez-Aroca
PRESIDENTE DE ANPIER



Nadie tiene ninguna duda, el 97% de los científicos 
está de acuerdo en que el Cambio Climático se está 
produciendo, y que está generado por los gases de 
efecto invernadero emitidos por el ser humano. El 
mayor responsable del conjunto de esas emisiones 
nocivas es el sector energético, debido al uso de 
energías fósiles: petróleo, carbón y gas. Los exper-
tos de Naciones Unidas marcan el aumento de 2 ºC 
de temperatura como el umbral que no debemos 
alcanzar si no queremos vivir los más devastadores 
impactos del Cambio Climático. Sin embargo, en los 
peores escenarios probables, el aumento de tempe-
ratura podría llegar a los 4,8 ºC para final de siglo.

El Cambio Climático es una realidad absoluta-
mente tangible e innegable y sus consecuencias se 
irán agudizando a lo largo de las próximas décadas. 
España resultará especialmente afectada y solo un 
esfuerzo solidario entre las administraciones, las 
empresas y los ciudadanos nos permitirá evitar una 
catástrofe y minimizar las consecuencias que ya 
sean inevitables. Por el contrario, si mantenemos las 
emisiones del actual modelo energético, nos enfren-
tamos a una segura fusión de los hielos polares, lo 
que significaría una elevación del nivel de mares y 

océanos, y la pérdida de salinidad. Sufriremos una 
creciente desertificación y la agudización de algunos 
fenómenos climáticos, generándose sequias más 
frecuentes, intensas y duraderas.

No hay por qué aceptar resignados esos sufri-
mientos, las energías renovables, ofrecen ya solu-
ciones sencillas y asequibles para avanzar por un 
nuevo camino más próspero, sostenible y equitativo. 
No podemos seguir utilizando combustibles fósiles si 
nuestro objetivo es mantener el planeta por debajo 
de un aumento de 2 ºC.

Estar sensibilizados frente al nuevo escenario re-
sulta clave para invertir estas previsiones, las energías 
renovables en general y la fotovoltaica en particular 
puede jugar un papel esencial frente a las amenazas 
que se ciernen sobre nuestro bienestar medioambien-
tal y social. Con el potencial solar de España se puede 
evitar el consumo de combustibles fósiles, que emiten 
miles de toneladas de CO2 a la atmosfera y acele-
ran este nefasto calentamiento del Planeta, y lograr, 
además, energía barata para los ciudadano y condi-
ciones de competencia ventajosas, que atraerían tejido 
industrial a favor de nuestro progreso.

Energía y cambio climático
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L
as energías renovables son limpias, seguras, inago-
tables, autóctonas, reducen las importaciones de 
combustibles fósiles, evitan servidumbres geopolí-
ticas, resultan baratas, generan empleo y, para Espa-
ña, dada su situación geográfica y su climatología, 
son una oportunidad de progreso irrenunciable.

Las energías renovables, además de ser una 
herramienta imprescindible en la lucha contra el 
Cambio Climático, son energías competitivas, pues 
a medida que aumenta su implantación, reducen 
sus precios en una progresión imparable. Según la 
Agencia Internacional de la Energía (AIE), las tec-
nologías convencionales recibieron en 2013 más del 
cuádruple de subvenciones que las primas recibidas 
por las energías renovables en todo el mundo. En 
España hay miles de MW renovables cuyo coste 
de generación es mucho menor que el de los MW 
de origen fósil. No se entienden las políticas que 
paralizan un sector, el de las energías renovables, 
que representa en torno al 1% del PIB, y que genera 
energía limpia y barata en un país que padece una 
grandísima dependencia energética, por encima del 
70%, la media europea se sitúa en torno al 50% y 
cuando es técnicamente viable un autoabasteci-
miento 100% renovable a medio plazo. A día de hoy, 
incomprensiblemente, España gasta más de 158 mi-
llones de euros al día para importar una energía que 
podríamos generar con nuestro sol y nuestro viento. 

Los productores de renovables reclaman la 
internalización de costes ambientales por parte de 
las tecnologías contaminantes, porque contami-
nar nuestro país y nuestro Planeta, arriesgarnos a 
una catástrofe nuclear, soportar el dolor y el coste 
sanitario de las enfermedades derivadas de un aire 

tóxico no queda debidamente plasmado en el debe 
de estas tecnologías, pero son costes que al final 
debemos afrontar los ciudadanos de manera directa 
o a través de los presupuestos públicos.

En 2014 solo se instalaron tan sólo 43MW de 
energía renovable en España. Según la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) 
el sector renovable español cerró 2014 con 32.850 

Las renovables,
el nuevo modelo 
energético

8,7%

43,6%

21,5%

Petróleo

Gas natural

Energías renovables

Nuclear

Carbón

14,2%

12,2%

CONSUMO DE ENERGÍA PRIMARIA EN ESPAÑA

FUENTE: REE, APPA, ELABORACIÓN PROPIA
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MW (23.002 MW de eólica; 4.672 MW de fotovoltai-
ca; 2.300 MW de termoeléctrica; 2.101 MW de mini 
hidráulica; 770 MW de biomasa; y 5 MW de otras 
tecnologías).

De esos pírricos 43 MW de energías renovables 
instalados España durante el 2014, llama la atención 
que tan sólo 7 MW fueran fotovoltaicos; al otro lado 
de los Pirineos contemplan, atónitos, como el país 
del Sol se queda a la sobra de la revolución fotovol-
taica, puesto que en ese mismo año, Alemania ins-
taló 2.000 MW fotovoltaicos y Gran Bretaña 2.500 
MW, lo que da idea de la debilidad extrema de un 
sector en el que fuimos líderes mundiales.

Las energías renovables representaron en 2013 el 
14,2% del consumo de energía primaria y el 15,9% 
de la energía final consumida en España. Nuestro 
país sigue teniendo una dependencia altísima de 
combustibles fósiles, tanto del  petróleo, que repre-
sentó el 43,6% del consumo de energía primaria, 
como del gas natural, con un 21,5%. La energía 
nuclear ocupa el cuarto lugar, con un 12,2%, y el 
carbón, con el 8,7%, se sitúa en quinta posición.

La producción eléctrica a partir de fuentes reno-
vables fue en 2013 de 78.874 GWh. Esto supuso que 
la generación de energía renovable fuera la primera 
fuente de generación eléctrica, al cubrir el 30,3% de 
la demanda eléctrica nacional (261.023 GWh), mien-
tras que la energía nuclear, la siguiente tecnología 
de generación, aportó el 21,8%. 

En cuanto a tecnologías renovables, la eólica 
cubrió el 20,9% de la demanda y se situó como 
primera fuente de generación eléctrica, por delante 
de la nuclear, el carbón y de las grandes centrales 
hidráulicas. La solar fotovoltaica con el 3,1%, la mini 
hidráulica con un 2,7%, la biomasa con un 1,9% y 
la energía solar termoeléctrica con un 1,7%, com-
pletan la contribución de las energías renovables a 

la cobertura de la demanda eléctrica. Si tenemos 
en cuenta la generación de las grandes centrales 
hidroeléctricas, las fuentes energéticas renovables 
supusieron en su conjunto una contribución total del 
43,2% al balance eléctrico nacional en 2013. Según 
datos de Red Eléctrica Española (REE)

En este sentido, el pasado 8 de enero de 2013 el 
Euro barómetro publicó que el 70% de los europeos 
quieren se prioricen las energías renovables en 
sus respectivos países, un dato que, en el caso de 
España, supera ampliamente la media europea: el 
81% del pueblos español reclama un nuevo modelo 
energético basado en el uso de energías renovables.

Renewable 
emergy 
sources

EU27

ES

70%

81%

28%

27%

18%

16%

12%

10%

9% 8%

7% 6%

Energy 
efficiency

Nuclear
energy

Carbon dioxide 
capture and 

storage (CCS)

Unconventional 
fossil fuels such 

as shale gas

Conventional 
fossil fuels

Datos Flash Eurobarometer 360:

Eólica

Nuclear

Carbón

Hidráulica

Térmica no renovable

Ciclo combinado

Solar fotovoltaica

Minihidráulica

Termica renovable

Solar termoeléctrica

20,9%

20,8%

14,3%

12,9%

12,3%

9,3%

3,1%
2,7%

1,9% 1,7%
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La fotovoltaica como fuente de generación eléctrica 
está modificando el modelo energético convencional 
y desplazando las inversiones de los combustibles 
fósiles hacia la generación distribuida con energía 
solar y almacenamiento. El valor de los pequeños 
productores fotovoltaicos, de la micro generación 
y de un nuevo perfil de consumidor activo está 
revolucionando el sistema eléctrico tal y como hoy 
lo conocemos y determinará el liderazgo tecnológico 
en el mundo.

Ha sido la banca mundial quien mejor ha percibi-
do el salto cualitativo y cuantitativo de la fotovoltai-
ca a pequeña escala, debido al margen de reducción 
de sus costes. BLOOMBERG New Energy Finance 
(BNEF) ha identificado los cambios que van a dar 
un vuelco al mercado eléctrico mundial entre 2015 
y 2040:
1.	 La fotovoltaica va a penetrar masivamente en 

todas partes con una inversión de 3,7 billones de 
dólares.

2.	 Participación activa de los ciudadanos a través 
de la figura del consumidor que genera su propia 
energía.

3.	 Menor crecimiento de la demanda eléctrica debi-
do al desarrollo de la eficiencia energética.

4.	 Breve ascenso del gas que no acabará siendo el 
combustible de transición, cediendo ese papel al 
carbón.

5.	 Aumento del riesgo climático debido a que las 
emisiones de CO2 seguirán creciendo.
Las consecuencias son un boom de la solar fo-

tovoltaica a pequeña escala y del autoconsumo, que 
pasará de 104 GW en 2014 a 1.800 GW en 2040. 
Los costes FV caerán más de un 50% y se extenderá 
la paridad de red por todo el mundo. Se producirá la 
transformación del sector eléctrico desde un modelo 
centralizado a otro descentralizado por la participa-
ción del consumidor en el sistema. Entre 2014 y 2040 
se incrementará la generación eléctrica un 56% y 
las emisiones de CO2 aumentarán un 13%. 

Las renovables constituyen la primera inversión 
energética del mundo y la fotovoltaica representa la 
mitad de toda esa inversión, con 150.000 millones 
de euros en 2014. La paridad del coste de la fotovol-
taica con el coste de la electricidad en la red ya es 
una realidad en Europa y España. 

Energía solar fotovoltaica: 
el futuro ya presente
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Las consecuencias serán un crecimiento de la 
generación descentralizada hasta representar entre 
el 20% y 30% de la generación total. Según Deust-
che Bank, la generación fotovoltaica se multiplicará 
por 10, con 100 millones de pequeños productores, 
para representar el 10% de la electricidad mundial 
en 2030 y el 50% en 2050 gracias al desarrollo del 
autoconsumo con almacenamiento.

Estas previsiones han relanzado los objetivos 
de fotovoltaica en todo el mundo y confirmado 
el margen de reducción de un 25% de sus costes 
para 2017, después de haber caído el 80% durante 
los últimos 5 años. Los costes de almacenamiento 
descenderán un 85% en 2020. La globalización del 
mercado convertirá la energía fotovoltaica en la 
primera fuente de generación eléctrica por razones 
económicas y este hecho está provocando cambios 
en las políticas energéticas de muchos países para 
facilitar el acceso a la fotovoltaica en hogares, edifi-
cios y empresas.

En el informe del Massachusetts Institute of Te-
chnology (MIT), “El Futuro de la Energía Solar”, se 
afirma que la energía solar tiene el mejor potencial 
para satisfacer a largo plazo las necesidades energé-
ticas de la humanidad y será clave para la reducción 
de CO2. Es preciso regular el sistema eléctrico para 
un despliegue masivo de la fotovoltaica, puesto que 
la radiación solar que llega al Planeta cada año po-
dría satisfacer 4.000 veces las necesidades energéti-
cas de nuestra sociedad.

La consultora IHS Technology asegura que hasta 
2019 la fotovoltaica crecerá un 177% con 500 GW de 
potencia instalada y un crecimiento de 75 GW ese 
año, un 66% más que en 2014. En más de 11 merca-
dos, entre los que no aparece España, la fotovoltaica 
crecerá más de 1 GW al año.

Para Morgan Stanley, las baterías de almacena-
miento facilitarán una transición rápida hacia las re-

novables por razones económicas, ambientales y de 
eficiencia energética. Mitigan la volatilidad de la red, 
hacen innecesarios activos de respaldo y reducen 
los costes del sistema. La reducción de costes de la 
energía solar y del almacenamiento hace imparable 
el rápido desarrollo de la fotovoltaica, la generación 
descentralizada ha llevado al banco UBS a admitir 
un escenario en el que la energía solar puede produ-
cir hasta el 50% de la electricidad mundial en 2050. 

España no cuenta en esta nueva configuración 
de la energía en el mundo. La reforma energética y 
la inseguridad jurídica la han excluido de la hoja de 
ruta de las nuevas tecnologías de generación. A la 
sociedad española se le debe una explicación por la 
enorme pérdida de competitividad que supone para 
la economía y los mayores costes que habrán de 
pagar los consumidores.

¿Por qué se teme a la fotovoltaica en España 
si puede aliviar la factura de la luz? Porque abre la 
competencia haciendo posible que miles de con-

sumidores puedan gestionar su energía y que un 
mercado dominado verticalmente por muy pocas 
empresas se transforme en un nuevo modelo en 
el que el consumidor se convierte en el centro del 
sistema. La demanda se impone a la oferta y cuanto 
mayor sea la competencia más bajaran los precios 
de la energía.

Cerrar la competencia ha sido uno de los objeti-
vos del castigo a la fotovoltaica y del bloqueo al au-
toconsumo, la retroactividad fotovoltaica no es sino 
un ejemplo de resistencia a la libre competencia. Los 
déficits del sistema eléctrico solo desaparecerán con 
el acercamiento de la generación al consumo y eso 
lo proporciona la fotovoltaica. La subida de peajes y 
de la potencia contratada solamente apuntalan un 
modelo inviable.

“la energía solar tiene el mejor 
potencial para satisfacer a largo 
plazo las necesidades energéticas 
de la humanidad y será clave para 
la reducción de CO2”
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La reforma energética en España no realiza un 
ejercicio de planificación a medio ni a largo plazo, 
debería haber partido del hecho de que las renova-
bles son ya competitivas en precio, generan empleo 
y reducen el precio de la energía; mientras que las 
fuentes convencionales elevan los precios, son con-
taminantes, no internalizan todos sus costes y des-
equilibran gravemente nuestra balanza comercial. 

La reforma del sector se ha limitado a paralizar 
la inversión renovable, al tiempo que ha seguido 
incentivado la exploración de combustibles fósiles, 
el fracking, la energía nuclear y el crecimiento de 
las importaciones energéticas. Pero la medida más 
grave ha sido el riesgo regulatorio y la retroactivi-
dad sobre las instalaciones fotovoltaicas existentes 
que ha arruinado a miles de pequeños productores y 
ahuyentado la futura inversión.

Nuestro sistema eléctrico se caracteriza por 
haber generado un denominado Déficit de Tarifa 
actual de 26.062 Millones de Euros, (acumulado 
desde 2005, y habiéndose ya amortizado 10.00 
Millones de Euros) lo que se ha convertido en un 
enorme problema para el Estado y el ciudadano. Así, 
la reforma eléctrica ha pivotado sobre la resolución 
de este déficit, sin que se haya entrado a reformar 
las cuestiones que, realmente lo causaban: un mer-
cado mayorista ilógico y unos costes injustificados, 
limitándose a establecer un conjunto de medidas re-
troactivas meramente recaudatorias y confiscatorias 
aceptando, erróneamente, las tesis del lobby eléctri-
co, que ha señalado a las energías renovables como 
las principales causantes del déficit y no ha dudado 
en acusarlas, falazmente, de ser caras y culpables 
de las subidas del precio de la electricidad.

EL DÉFICIT DE TARIFA
Nuestro modelo genera un Déficit de Tarifa que ha 
engrosado una deuda que se podría considerar “vir-
tual”; pero que tenemos que pagar los españoles. El 
Déficit de Tarifa no proviene de la diferencia entre 
lo que cuesta generar la energía y lo que pagamos 
por ella, esto no es cierto, el Déficit de Tarifa viene 
de la diferencia entre el precio que pagamos por 
la energía, efectivamente, y lo que el Estado “dice” 
que cuesta generarla; este desajuste entre lo que se 
reconoce y la realidad es descomunal y genera una 
deuda “ficticia”, por eso sería necesaria una audi-
toria urgente de los costes de producción de cada 
tecnología, para pagar un precio justo por la energía 
que genera cada una de ellas. Si cada kW que 
consumimos los españoles se remunerara en función 
de sus costes de producción, no existiría el actual 
Déficit de Tarifa, figura desconocida en el resto del 
mundo producida por un marcado mayorista de la 
electricidad ilógico.

La generación renovable presenta un coste 
marginal de generación notablemente inferior al de 
las unidades de generación a partir de combustibles 
fósiles, produce un efecto depresor en el mercado 
eléctrico, estableciendo un precio marginal inferior 
al que se obtendría en el caso de no existir esa 
generación renovable. Las energías renovables susti-
tuyen a unidades de generación convencional, que 
tienen un coste marginal mucho más elevado y que 
fijarían un precio marginal resultante en el mercado 
mucho más alto para el consumidor.

Dado que nuestro mercado mayorista es mar-
ginalista, toda la generación se paga al precio de la 
última unidad de generación casada en el mercado, 
es decir, el precio más alto. La existencia de la ge-

El disparatado sistema 
eléctrico español
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neración a partir de fuentes renovables, que ofertan 
su energía a un precio menor, da como resultado la 
fijación de precios marginales más bajos. Por tanto, 
es evidente que las energías renovables reducen el 
coste de la energía en el Mercado Diario de OMIE, 
que es el que establece lo que los ciudadanos paga-
mos en el recibo mensual de la luz.

Este precio es el ofertado por la central que en 
el margen completa la cobertura de la demanda de 
electricidad. Es decir, es el precio más alto ofertado 
en las subastas, precio al que están dispuestas a 
producir todas las centrales que han ofertado pre-
cios inferiores, porque percibirán un precio superior, 
y también la propia central que cierra el precio del 
mercado porque percibirá el precio de su propia 
oferta.

Durante 2012, las energías renovables abarataron 
el precio del mercado diario de OMIE en 6.046 mi-
llones de euros. Esta cantidad supuso un ahorro de 
26,30 euros por cada MWh adquirido en el mercado 
diario. 

LAS SOBRE RETRIBUCIONES
Dado que el precio más alto ofertado en las subas-
tas horarias realizadas cada 24 horas, retribuye todo 
los MW aportados al sistema con independencia de 
su coste de producción, los precios percibidos por 
las centrales nucleares se sitúan entre un 180 y un 
227% por encima de sus costes remanentes y, en 
el caso de las centrales hidroeléctricas, los precios 
percibidos se sitúan por encima de sus costes rema-
nentes entre un 480 y un 600%.

Además, estas retribuciones se generan en la 
explotación de bienes públicos –la fuerza hidráulica 
de las cuencas hidrográficas españolas- mediante 
concesiones administrativas que nunca fueron adju-
dicadas en concursos públicos competitivos.

En este sentido, en el Dictamen del Consejo 
sobre el programa de estabilidad de España para 
2012-2015, la Comisión Europea sentencia: “Una 
competencia insuficiente en el sector energético ha 
contribuido, al menos en parte, a la constitución del 
déficit tarifario al favorecer una compensación exce-
siva de algunas infraestructuras, tales como centra-
les nucleares y grandes centrales hidroeléctricas, ya 
amortizadas”, pero la reforma nada ha hecho para 
remediar esta escandalosa disfunción.

El Informe de la Comisión Nacional de la Energía 
CNE de 20 de mayo de 2008 sobre la propuesta de 
revisión de la tarifa eléctrica a partir del 1 de julio 
de 2008, refleja con claridad que la posición de 
ventaja de las tecnologías nuclear e hidroeléctrica 
que les suministra, con el actual diseño de mercado, 
una alta retribución, no es una posición o ventaja 
competitiva que pueda ser legitimada por los merca-
dos. La moratoria nuclear (de derecho o de hecho) y 
la inexistencia (en términos significativos) de nuevos 
aprovechamientos hidroeléctricos económicamente 
explotables, determinan la inexistencia de libertad 
de entrada en estos segmentos tecnológicos para 
que nuevos entrantes puedan disputar los beneficios 
observados. Por consiguiente, no hay posibilidad 
alguna de que exista competencia real con estas 
tecnologías, cuestión que las deja fuera del mercado 
con toda independencia de que las normas reconoz-
can los precios del mercado el baremo de su retribu-
ción. 

Pese a la relevancia de la incontrovertible reali-
dad que pone de manifiesto la sobre remuneración 
de las tecnologías nuclear e hidráulica como causa 
fundamental del actual Déficit de Tarifa, ninguna de 
las consideraciones antedichas aparece en el aná-
lisis ni en motivación alguna para la implantación 
de nuevo marco energético impuesto, sin ningún 
consenso político, sectorial ni territorial, por la Ley 
24/2013, y el Real Decreto-Ley 9/2013.
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EL ESCÁNDALO DE LOS CTC
La Ley del Sector Eléctrico de 1997 estableció que 
la remuneración de las inversiones en generación 
existentes antes de su promulgación, serían com-
pensadas con 8.664 M€ si el precio de mercado no 
superaba los 36 € MWh para poder rentabilizar las 
inversiones realizadas y garantizar así la Seguridad 
Jurídica de estas grandes empresas. Si los superara, 
debería considerarse que los CTC eran cobrados 
vía precios de mercado. Es decir, los consumidores 
pagarían a los propietarios de las centrales históri-
cas 8.664 M €, bien por vía tarifaria o por el mayor 
precio de mercado pagado por los consumidores 
sobre 36 € MWh que habían sido previstos y que 
justificaban la indemnización calculada de 8.664 
M€, no otra cosa eran los CTC para compensar el 
cambio de regulación retributiva de centrales. Esta 
cifra, pactada por las empresas con el Gobierno en 
el protocolo eléctrico de 1996 y que recogería la LSE 
de 1997, permitía a las empresas eléctricas recu-
perar las inversiones realizadas al amparo de los 
marcos regulatorios en materia de retribución bajo 
los cuales habían tomado y ejecutado su correspon-
dientes decisiones de inversión.

Los precios  del mercado pivotaron durante los 
primeros años posteriores a 1997 en torno a los 36 
€,  y el Gobierno complementó esos precios en esos 
años con CTC cercanos a 2.000 M € que pagaron 
los consumidores por vía tarifaria. Pero en años 
subsiguientes, los precios superaron ampliamente los 
36 € de tal manera que los consumidores pasaron 
a pagar los CTC vía precios. En 2005, vía tarifa y 
vía precios, los consumidores ya habían pagado los 
CTC hasta el  límite máximo de 8.600 M € fijado 
en la LSE del 97. Sin embargo, ni en ese año ni en 
posteriores se produjo revisión alguna del régimen 
retributivo de las centrales históricas que siguen 
cobrando, los precios del mercado, muy superiores 
a sus costes remanentes reales después de haber 
cobrado los CTC que les permitieron recuperar sus 
inversiones.

De esta manera, se acumularon 3.400 millones 
de euros cobrados de más por las eléctricas en 
concepto de costes de transición a la competencia 

(CTC) que el Estado ha dejado, incomprensiblemen-
te, prescribir.

Desde junio de 2005, fecha de recuperación de 
los CTC, las centrales nucleares e hidroeléctricas, 
cuya inversión se produjo, en todos los casos, antes 
de 1997 bajo un marco regulatorio que retribuía sus 
costes incluyendo una tasa razonable de rentabili-
dad, han generado unos ingresos inesperados (Wind 
Fall Profits en la literatura económica) que se han si-
tuado –según las moderadas hipótesis- entre 2.335 y 
3.361 M€ anuales. Es decir, en 10 años estos ingresos 
inesperados han alcanzado una cifra de orden de 
magnitud semejante a la del Déficit Tarifario -30.000 
M€- que hoy representa el desequilibrio financiero 
que pretendidamente ha justificado el conjunto de 
normas de diferente rango emitidas bajo la genérica 
denominación de Reforma Eléctrica, sin que ningu-
na de estas normas haya, no solo no analizado, ni 
siquiera hecho mención a esta cuestión.

CONCENTRACIÓN SECTORIAL
El funcionamiento del sistema eléctrico en nuestro 
país se apoya básicamente en tres vértices de un 
triángulo: la generación, la distribución y la comer-
cialización. 

La generación, como su propio nombre indica, 
se corresponde con el segmento empresarial en el 
que mediante diferentes tecnologías (renovables, 
fósiles y nucleares) se genera la energía que llega a 
nuestros hogares, comercios e industrias. Cerca del 
90% de la potencia instalada en territorio español 
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pertenece a cinco empresas, poseen prácticamente 
el 100% de los ciclos combinados de gas y carbón, y 
nucleares. Sin embargo, la fotovoltaica y la cogene-
ración se encuentran en manos empresas y parti-
culares, muchísimo más atomizadas y de pequeña 
dimensión 

El segundo vértice del sistema es la distribución. 
La energía, una vez producida, hay que transportar-
la hasta los lugares de consumo, ya sea doméstico o 
empresarial. Desde la configuración del mapa eléc-
trico de nuestro territorio nacional, la  distribución 
ha sido repartida entre cinco empresas (fundamen-
talmente tres) que distribuyen determinadas zonas 
en las que históricamente han sido dominantes, 
cerca del 95% de la distribución eléctrica en nuestro 
país está en manos de, curiosamente, los mismos 
propietarios.

El último de los vértices del triángulo lo forma 
la comercialización. En España, los productores de 
electricidad, como norma general, no pueden vender 
directamente la energía producida al consumidor 
final, sino que lo tienen que hacer por medio de 
los conocidos como representantes de mercado o 
comercializadores de último recurso. Estas son unas 
entidades que compran la energía al por mayor y 
supuestamente, con toda esa materia prima, acuden 
al mercado eléctrico, para que, bajo las leyes de la 
oferta y la demanda, negocian un precio competiti-
vo que presuntamente ha de beneficiar de forma di-
recta al consumidor. La respuesta a si efectivamente 
el mecanismo beneficia al consumidor la podemos 
conocer si entendemos que el 90% del negocio de la 
comercialización se encuentra de facto en manos de 
los mismos que manejan el negocio de la generación 
y el negocio de la distribución.

LA MORATORIA NUCLEAR
La Moratoria Nuclear aprobada en 1984 y efectiva-
mente aplicada en 1991 con la paralización y poste-
rior suspensión definitiva de las obras de 7 centrales 

nucleares proyectadas y en diverso grado de avance 
en su construcción (Lemoniz I y II, Valdecaballeros 
I y II, Trillo II, Regodola I y Sayago I) por un valor 
estimado por las auditorías de 5.717,91 millones 
de Euros desde 1996, de los cuales, 1.334 millones 
corresponden a los intereses, para compensar a las 
empresas que habían realizado la inversión o que 
tenían previsto hacerla (por ejemplo, la central de 
Trillo II sólo estaba en la fase de preparación de 
terreno) se estableció que el 1.72% de la tarifa eléc-
trica fuera destinado a compensar a las empresas 
propietarias con el objetivo final de que la inversión 
quedara efectivamente recuperada en 2020, todo en 
aras, nuevamente, de la Seguridad Jurídica de estas 
grandes compañías. Posteriormente, en 2006 este 
porcentaje se redujo al 0.33% de la tarifa eléctrica 
al tomar en consideración que el nivel de consumo 
de electricidad estaba siendo mucho más alto del 
previsto y los tipos de interés más bajos, fijando el 
fin previsto de la compensación en 2015. En resu-
men, como compensación, la Moratoria incluyó una 
indemnización económica a las empresas propieta-
rias de los proyectos en construcción de aproxima-
damente unos 65 M€ anuales que serían pagados 
vía tarifa eléctrica durante un periodo transitorio 
que duraría hasta el año 2015. 

Juan Manuel Eguiagaray, Ministro de Industria y 
Energía desde 1993 hasta 1996, afirmó: “Es conocido 
que en pleno proceso de transición a la democracia 
el sector público hubo de rescatar financieramente 
a las empresas eléctricas del país, que se habían 
embarcado en un proceso de inversión faraónico, 
derivado de una planificación delirante, en absoluta 
contradicción con las necesidades constadas de la 
demanda eléctrica en España” (publicado en Cua-
dernos de Energía, en su nº 21 [19/06/2008] editado 
por el Club Español de la Energía).

“los productores de electricidad, 
no pueden vender directamente la 
energía producida al consumidor final”
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Según datos de Eurostat si se compara la evolución 
del precio de la energía eléctrica en España para un 
consumidor doméstico medio en el periodo 2008-
2013 con la de otros países europeos, contemplamos 
como el aumento del precio para un consumidor 
medio en España ha sido de un 43%, mientras que 
en el conjunto de la zona euro ha sido de un 23%.

El aumento continuado del precio de la energía 
eléctrica en España, se atribuye desde algunos ac-
tores a la política de primas a las renovables, ya que 
a medida que este tipo de energías ha ganado peso 
en el mix eléctrico, ha crecido también el montante 
total de las primas pagadas a las mismas por los 
consumidores. 

Sin embargo, otros Estados europeos demuestran 
que esta relación no se puede generalizar: según 
datos de Eurostat, países con un aumento de las 
energías renovables en el mix eléctrico muy similar, 
o incluso superior, al español muestran aumentos 
muy inferiores en los precios que pagan los con-
sumidores por la electricidad. Es el caso de Italia 
o Dinamarca, que únicamente han incrementado 
estos precios un 1% y un 8% respectivamente en el 
periodo 2007-2013.

LOS COSTES DEL SISTEMA
Al mecanismo del sistema para establecer el precio 
de la energía, tan lucrativo para las grandes empre-
sas del sector como gravoso por los consumidores, 
tenemos que añadir los impuestos y los peajes de 
acceso; como resultado tendremos una factura de 
la luz insoportable para los ciudadanos, pero que ha 
permitido la intensa internacionalización de nues-
tras empresas eléctricas, a pesar de partir de un 
mercado interno, el español, con un precio regulado 
por gestionar un recurso básico y esencial para la 
población.

La parte de peajes, que viene a ser un 50% del 
importe de la factura se compone de: 
•	 Los costes por transporte y distribución, unos 

6.600 millones de Euros anuales, aproximada-
mente el 16% del coste que asumimos en cada 
factura de la luz.  Suponen aproximadamente el 
35% de los costes del sistema eléctrico nacional.

•	 La Moratoria Nuclear 5.700 millones de Euros en 
total, de los que en 2015 se abonaron 67 M€, un 
0,35% de los costes del sistema para compensar 
la paralización de unos proyectos nucleares de 
las eléctricas que no llegaron a concretarse.

•	 Los pagos por capacidad, cantidades que se abo-
na a centrales térmicas todos los años aunque no 
produzcan energía por el hecho de que “si fuera 
necesario tienen la capacidad de hacerlo”, este 
concepto se situó en los 518 millones de euros en 
2014 y hay que tener presente que en la actuali-
dad utilizamos un tercio de la potencia disponible 
y que la grandes eléctricas instalaron un 25% 
de la potencia total disponible a base de ciclos 
combinados de gas que están absolutamente 
infrautilizados (tan solo operando actualmente 
al 10% de su capacidad); también dentro de este 
capítulo estarían las subvenciones por el uso de 
carbón nacional. 

•	 Los Costes extrapeninsulares del sistema eléc-
trico son unas ayudas de 1.800 millones a una 
empresa eléctrica, que abonan al 50% la factura 
y los presupuestos del Estado, para permitir la 
prestación del servicio en Canarias, Baleares, 
Ceuta y Melilla. Suponen aproximadamente un 
2,5% de factura de la luz.

•	 Los costes por interrumpibilidad, 749 millones de 
Euros en 2013, que se entregan a varias multi-
nacionales por si se diera el caso de que la gran 
industria tuviera que desconectarse de la red, 
cuando el sistema eléctrico esté sobrecargado, 

Factura eléctrica 
y pobreza 
energética
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situación más que improbable dada la sobreca-
pacidad del sistema. Suponen aproximadamente 
un 2% de factura de la luz.

•	 Déficit de Tarifa y sus intereses. El desfase que 
se ha venido produciendo entre el precio que por 
convenio se ha atribuido a la energía producida 
por las eléctricas y lo que pagamos por ella, ha 
generado una deuda de 36.062 millones de Euros 
más sus intereses correspondientes, un 7,5% de 
factura, unos 2.700 millones de Euros al año.

•	 Primas renovables, efectivamente, la renovables 
había que potenciarlas por su interés social y 
medioambiental, suponen un 17%, pero si les 
consideramos el efecto depresor sobre el precio 
de la energía, este montante es equivalente a lo 
que nos hubiera costado esta misma factura sin 
la existencia de este tipo de fuentes de genera-
ción. En cualquier caso, este importe se minora 
con los años hasta el punto de que ya no son 
necesarias las primas para las nuevas instala-
ciones que, sin embargo, continúan bajando el 
precio de la energía hasta el punto que, dados 
sus reducidos costes marginales, nos permitirán 
disponer de energía a precios muy reducidos en 
menos de una década.
Una vez rentabilizadas y amortizadas las insta-
laciones renovables que se realizaron sobre un 
marco retributivo primado, supondrán al sistema 
un coste extremadamente ridículo, aportando a 
partir de entonces una energía realmente barata, 

y que ya no supondrán coste extraordinario 
alguno al sistema.

POBREZA ENERGÉTICA
Las familias españolas han afrontado en los últimos 
años importantes aumentos en el gasto energético 
en sus hogares, que han coincidido con reducciones 
muy significativas de sus ingresos medios debido a 
la crisis económica, hasta el punto de que el esfuer-
zo económico  que tienen que dedicar los hogares a 
pagar la factura energética ha crecido un 68% de 
media en el periodo 2006-2012. Como consecuen-
cia, la pobreza energética afecta ya a 3.250.000 
hogares (18,4% del total), según los datos elabora-
dos a partir de la Encuesta de Presupuestos Fami-
liares (EPF) de 2012. El veloz aumento de la pobreza 
energética en estos últimos años queda patente 
al comparar el dato con el año 2007, cuando eran 
1.200.000 los hogares (7,4%) en esta situación. 

Más de 7 millones de personas en España (el 
9,1% de los hogares) están en situación de pobreza 
energética, sin capacidad para hacer frente al pago 
necesario para mantener un nivel de confort térmi-
co adecuado para su bienestar o bien obligados a 
destinar una parte excesiva de sus ingresos a pagar 
el gasto derivado de la energía consumida. 

Las energías renovables, lejos de encarecer la 
factura energética de los hogares, pueden contribuir 
a invertir esta situación. Respecto a 2012, en 2030 
cada hogar podría ahorrar una media de 406 euros 
anuales con un sistema eléctrico basado en ener-
gías renovables, según el informe El impacto de las 
energías renovables en los hogares, de la consultora 
independiente Abay Analistas Económicos y Sociales 
encargado por Greenpeace. El estudio explica que 
un sistema eléctrico renovable al 95% supondría 
un descenso del 34% respecto a 2012 en la factura 
energética (calefacción, electricidad, etc.) de los 
hogares.

Factura sin peajes

Transporte y distribución

Moratoria Nuclear

Costes extrapeninsulares

Costes por interrumpibilidad

Deficit de tarifa e intereses

Primas renovables

Peajes

4%

15%

0,35%
2,5%
2%

49,55%

16%

7,50%

17%

5,1%

LA FACTURA ELÉCTRICA

FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA

Además de los peajes, los impuestos y el 
precio de la energía: Impuesto especial sobre 
electricidad, del 5,1% , aplicado sobre el termi-
no de potencia y el termino de energía consu-
mida, y el 21% de IVA, el mismo tipo impositi-
vo de IVA más elevado para un bien básico.
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La seguridad jurídica es un principio universalmente 
reconocido, que se entiende y basa en la certeza 
del Derecho, tanto en el ámbito de su promulgación 
como en su aplicación. En el sentido, el Estado, 
como máximo exponente del poder público y primer 
regulador de las relaciones en sociedad, no sólo es-
tablece (o debe establecer) las disposiciones legales 
a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la 
obligación de crear un ámbito general de seguridad 
jurídica en todas las áreas en que se ejercen los 
tres poderes: ejecutivo, legislativo y judicial; como 
garantía dada al individuo, de que su persona, sus 
bienes y sus derechos no serán violentados en nin-
gún caso. Con la salvaguarda indispensable de que 
si tal cosa llegara a producirse, se le dispensaría por 
la Administración, la debida reparación de los daños 
causados. 

Las leyes han de ser claras, estables, y justas; 
protegiendo los derechos fundamentales de los 
ciudadanos y el respeto a su propiedad. En España, 
dentro de las concepciones ya expuestas, la seguri-
dad jurídica como principio configurador del Estado 
de Derecho, se concreta en el marco constitucional 
en normas que relacionan a los administrados con 
la Administración, como se hace en el artículo 9 de 
la Ley de leyes Constitución de 1978 y sobre todo en 
el apartado tercero:

“La Constitución garantiza el principio de lega-
lidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 
normas, la irretroactividad de las disposiciones san-
cionadoras no favorables o restrictivas de derechos 
individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos”

Pero esta garantía no significa que no haya 
amenazas, en este sentido, el sector de la energía 
fotovoltaica ha sido y está siendo un claro ejemplo 
de inseguridad jurídica. Y a ese respecto, cabe com-
probar los graves incumplimientos de la legalidad 

constitucional en que está incurriendo el Estado es-
pañol, a propósito de garantías, y en contra de una 
serie de compromisos en el marco europeo desde 
nuestro ingreso en la CE en 1986. 	

La política que tanto favorece a los grandes 
grupos del oligopolio que caracteriza al mercado 
eléctrico español desde hace tanto tiempo, tiene su 
origen en la quiebra de la regulación incentivadora 
de las renovables. Todo ha cambiado desde que el 
Gobierno español modificara las normas retributivas 
de las producciones energéticas de origen eólico, 
solar, biomasa, etc.

RETROACTIVIDAD PARA LA ENERGÍA FO-
TOVOLTAICA.
El RD 436/2004 y después los RD 661/2007 y RD 
1578/2008, promovieron la inversión en ese subsec-
tor, al objeto de implantar y desarrollar las tecno-
logías más innovadoras. Para cumplir así con los 
compromisos europeos de reducción de emisiones 
de GEI según se ha visto antes, al ocuparnos del 
horizonte 20-20-20.

Sin embargo, en el año 2010, cuando ya se 
habían realizado grandes inversiones y estaban en 
curso otras nuevas, el Gobierno cambió radicalmen-
te su política. A través de dos normas retroactivas: 
Real Decreto 1565/2010 de 19 de noviembre de 2010 
y Real Decreto Ley 14/2010 de 23 de diciembre de 
2010. De ese modo, se dejó sin margen de viabilidad 
las iniciativas particulares y empresariales acome-
tidas a lo largo de todo un septenio en el sector 
fotovoltaico. 

A las disposiciones retroactivas impuestas a los 
productores españoles de energías renovables, con 
una reducción media del 30 por 100 en los ingresos 
durante los ejercicios 2011 a 2013, se sumó desde el 
28 de diciembre de 2012, un nuevo impuesto –in-
discriminado, para toda clase de energías, conta-
minantes o no— del 7 por 100, para la generación, 

Inseguridad jurídica y 
retroactividad
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lo que sumado a las consecuencias de las medidas 
adoptadas en 2010, colocan en situación inviable 
al 80 por 100 de las plantas españolas de energía 
solar fotovoltaica; prácticamente todas las que han 
necesitado financiación externa para su primer esta-
blecimiento. Por lo demás, el 7 por 100 del impuesto 
mencionado, las grandes empresas que dominan el 
mercado energético español pueden repercutirlo al 
consumidor, en tanto que los pequeños productores 
de renovables han de asumirlo de manera directa en 
sus cuentas de pérdidas y ganancias. A todo lo cual 
hubo que sumar la no actualización de las primas 
conforme al IPC, tal y como se hacía hasta 2010 
anualmente. 

En ese estado de cosas, el Estado a partir del 
ejercicio 2012 decide impedir mediante el RDL 1/2012 
el establecimiento de nuevas plantas de generación 
renovable, y a partir del año 2013, con el grupo de 
normas que hemos conocido como “reforma eléc-
trica” (RDL 9/2013, RD 413/2014 y OIET/1405/2014) 
modificar de plano la retribución de las plantas con 
recortes retributivos que en algunos casos alcanzan 
el 55%, donde se estiman las retribuciones pasadas 
para el cálculo de las retribuciones futuras. 

Desde la UE se ha advertido que “La suspensión 
de las ayudas a las energías renovables desalienta 
la inversión en el sector”. Es lo que se dijo en el Dic-
tamen del Consejo Europeo, sobre el Programa de 
Estabilidad de España para 2012-2015. Y en conse-
cuencia, el entonces Comisario Europeo de Energía, 
Günther Oettinger –que mantuvo una muy fluida 
interlocución con los fotovoltaicos españoles—, consi-
deró esencial que España recuperase la confianza de 
los inversores con un marco legal que no contempla-
ra regulaciones retroactivas. 

Las imposiciones derivadas de la Reforma Eléc-
trica impuesta por el Gobierno suponen una modifi-
cación retroactiva que quiebra a 62.000 familias y 
con ella la seguridad jurídica del sector y la confian-
za en el Estado español de inversores y ciudadanos.

DEMANDAS EN TRIBUNALES INTERNACIO-
NALES
España, el segundo  país con más demandas ante 
la Corte Internacional de Arbitraje por el recorte a 
las renovables. Nuestro país se ha caracterizado en 

los últimos años por su inestabilidad legislativa en lo 
concerniente a las energías renovables. Las sucesi-
vas reformas del sector eléctrico español, comen-
zando en 2010 y llevado a su máxima expresión con 
la reforma energética de 2013, ha provocado que 
España sea uno de los países con más demandas 
del mundo ante la Corte Internacional de Arbitraje 
(Ciadi) organismo dependiente del Banco Mundial. 

Al cierre de la publicación de este informe eran 
23 las demandas de arbitraje contra España, lo que 
la ubica en el segundo puesto, solo por detrás de 
Venezuela. Los constantes cambios llevados a cabo 
en los últimos años en la política energética espa-
ñola con el consiguiente recorte a las renovables 
han provocado una cascada de denuncias contra el 
Estado español principalmente realizadas por firmas 
internacionales que se centran en los recortes a la 
energía solar. 

Fue a partir de noviembre de 2013 cuando 
empezaron a llover las demandas, con anterioridad 
a estas fechas España prácticamente nunca había 
sido demandada ante este organismo. A raíz de esta 
situación España cayó al puesto 24 en la lista de 
países más atractivos para invertir en renovables 
después de haber compartido el liderazgo de esta 
lista con países como Alemania, Estados Unidos y 
China. 

Desde 2013, todos estos inversores internaciona-
les se han rebelado contra la política autorrenovable 
de Rajoy y su ministro de Industria, José Manuel 
Soria, llevando ante el organismo dependiente del 
Banco Mundial sus demandas: RREEF, Antin, Eiser, 
Masdar, NextEra, InfraRed, Renergy, RWE, un grupo 
de empresas alemanas encabezadas por Stadtwerke 
München, Steag, 9 REN, BayWa, Cube Infraestructu-
res, Matthias Kruck, KS y TLS, JGC Corporation y la 
portuguesa Cavalum.

Además de ante el Ciadi, España también se 
tendrá que defender de una demanda en Uncitral 
(organismo dependiente de la Organización Mundial 
de Comercio) presentada por PV Investors, y de 
otras tres en la Cámara de Comercio de Estocolmo 
(los denunciantes son la holandesa Charanne y el 
luxemburgués Construction Investments, Isolux In-
frastructure Netherlands y CSP Equity Investment).
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En la carrera hacia el liderazgo mundial de la foto-
voltaica, España ha arruinado su mercado interior 
y su prestigio internacional. Pero lo peor de todo 
ha sido la burla que padecen las 62.000 familias 
productoras de fotovoltaica que creyeron en el 
Estado cuando les animó a invertir, para arruinarles 
a los pocos meses. En realidad, estas familias han 
sido precursoras del nuevo modelo de generación 
descentralizada que garantiza la seguridad energéti-
ca del futuro. 

El Estado español animó a las familias españolas, 
a través de Reales Decretos y por medio de la cam-
paña publicitaria “El sol puede ser suyo” a destinar 
sus ahorros al desarrollo y producción de energía 
solar fotovoltaica.

62.000 familias españolas, en un escenario espe-
culación inmobiliaria y bursátil (2004-2007), optaron 
por destinaran sus ahorros familiares a un fin ético, 
como era la generación de energías renovables, 
con el cual, España pudo alcanzar los compromisos 
internacionales de Kioto y los objetivos de la UE en 
materia medioambiental. El Estado promocionó esta 
inversión como rentable, muy segura y socialmente 
comprometida, y el propio Ministerio de Industria 
no dudó en recomendar que se asumieran finan-
ciaciones del 80% de coste de las instalaciones; sin 

embargo, y a los pocos meses de estar financiadas, 
instaladas y operativas las plantas, las 62.000 fami-
lias fotovoltaicas españolas se enfrentaron a un in-
terminable rosario de decretos retroactivos que han 
cercenado de manera alarmante las rentabilidades 
plasmadas en los B.O.E. que fijaron las condiciones 
originales, con recortes acumulados que alcanzan 
el 55% de los ingresos que se garantizaban, lo que 
ahora impide afrontar los compromisos de pago so-
portados por los productores. En total estas familias 
destinaron 20.000 Millones de Euros, de los cuales 
adeudan a la banca 18.000 Millones de Euros.

La Comisión Nacional de la Energía (CNE) se 
vio obligada a recordar al Ministerio de Industria, 
Energía y Turismo lo obvio: “la razón de ser de la 
existencia de los incentivos económicos a la produc-
ción a partir de fuentes de energía renovables, coge-
neración y residuos es corregir uno de los llamados 
“fallos de mercado” en el sentido de compensar los 
costes ambientales, sociales y de suministro a largo 
plazo que otras formas de generación no interna-
lizan por completo, para así definir un terreno de 
juego equilibrado y conseguir un desarrollo energé-
tico económica y medioambientalmente sostenible 
que cumpla además con los objetivos previstos en la 
planificación y con los compromisos adquiridos con 

62.000 productores traicionados y 
arruinados por el Estado.
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la Unión Europea” y subraya que “no se tiene cons-
tancia de que exista un modelo retributivo similar al 
reflejado en la propuesta en ninguna jurisdicción de 
la Unión Europea, así como tampoco en otros países 
de cuyos sistemas de apoyo se tiene conocimiento 
a través de asociaciones internacionales de organis-
mos reguladores”. Por otra parte, advertía la CNE 
que “en la formulación adoptada por la propuesta, el 
término de retribución a la inversión puede alcanzar 
valores negativos. La posibilidad de una retribución 
negativa podría considerarse incompatible con el 
diseño de un régimen retributivo específico que per-
sigue fomentar este tipo de producción complemen-
tando los ingresos obtenidos de la venta de energía 
en el mercado”

Es inverosímil que la fijación los nuevos paráme-
tros retributivos sea rigurosa ni honesta si con an-
terioridad, un año antes, en la presentación del RDL 
9/2013, se cuantificaba el resultado de los recortes. 
Antesala de una farsa en la que se adjudica a cada 
instalación una determinada inversión estimada que 
determina su retribución, sin tener en cuenta si era 
un gran promotor o mero ciudadano que adquiría 
una instalación al final de toda la cadena, y a pesar 
de que las familias conservan las facturas de los 
montantes reales que asumieron y financiaron. Un 
marco que no considera la energía que se genera, 
sólo la potencia, lo que penaliza la eficiencia y el 
sentido común. Una regulación que limita la es-
tabilidad a revisiones trienales sobre un fórmula 
retributiva incomprensible y mutable a criterio de 
una Secretaría de Estado, que expulsa del sistema a 
toda familia que no se adecue a la compleja nueva 
realidad normativa, pensada para grandes empresas 
y no para ciudadanos. Ahora se trata de expulsarles 
del sistema, como en un principio se trató de captar 
sus ahorros.

El impacto económico inicial de las renovables 
estaba contemplado y perfectamente justificado en 

los reales decretos que las impulsan, puesto que su 
coste ha tenido, tal y como estaba previsto, retornos 
sociales y medioambientales evidentes, al madu-
rarse la tecnología fotovoltaica, que ya no precisa 
primas, y permitir un cambio de modelo energéti-
co. Además, dichas primas suponen un montante 
inferior al que se hubiera debido afrontar nuestro 
país sin ellas, en precios más elevados del mercado 
mayorista, exportaciones de combustibles fósiles y 
precio por tonelada de emisiones de CO2. 

El fomento primado de las tecnologías reno-
vables no ha sido una singularidad española, se 
ha realizado en todos los países desarrollados y, 
en especial, en la Unión Europea, dada su precaria 
posición energética. Las ayudas se han ido redu-
ciendo conforme la curva de aprendizaje fotovol-
taica lo permitía, sólo en España se ha detenido 
abruptamente la implantación de renovables y se 
ha desmantelado el marco legal que se ofreció a sus 
ciudadanos, la propia Comisión Europea, advertía de 
los riesgos de cambiar retroactivamente las normas 
y países de referencia como Gran Bretaña y Alema-
nia fueron también taxativos a este respecto y no 
han aplicado ningún tipo de recorte retroactivo. 

El Defensor del Pueblo considera que las familias 
españolas sufren agravio comparativo con respecto 
a las posibilidades de los inversores foráneos, que 
tienen la oportunidad de poder pedir justicia en 
una instancia exterior, ajena a la Administración 
española, en cuyas instancias judiciales parecen no 
confiar, las mismas a las que están irremisiblemente 
avocadas las familias españolas.

“Ahora se trata de expulsarles del 
sistema, como en un principio se 
trató de captar sus ahorros.”



ANPIER, la Asociación Nacional de Productores de 
Energía Fotovoltaica, es una organización de ámbito 
nacional y sin ánimo de lucro, para la representa-
ción y defensa de los intereses de los productores de 
energía solar fotovoltaica. Anpier es la asociación 
más representativa del sector fotovoltaico español, 
agrupando a más de 5.000 socios, personas físicas y 
jurídicas de todas las Comunidades Autónomas del 
Estado.

Nuestra Misión: Agrupar, representar, apoyar, 
defender y dar servicios a los productores fotovol-
taicos. Nuestra Visión: Ser el referente del sector 
de las renovables para productores, empresas, 
Administraciones y sociedad Nuestros Valores: La 
promoción, desarrollo y defensa de las energías 
renovables como factor esencial para la sostenibili-
dad medioambiental y el bienestar de las sociedades 
presentes y futuras.
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Este documento ha sido confeccionado a partir de 
información y datos de elaboración propia comple-
mentados con extractos tomados de los siguientes 
trabajos: Informe IPM, El avance imparable de 
la fotovoltaica en el mundo: Micro generación y 
autoconsumo de Javier García Breva (La Oficina de 
Javier García Breva, 215) para el apartado ENERGÍA 
SOLAR FOTOVOLTAICA: EL FUTURO YA PRESEN-
TE; Riesgo regulatorio en las energías renovables, 
Thomson Reuters Aranzadi, Prólogo del Dr. Ramón 
Tamames (Ed. 2015) para apartado INSEGURIDAD 
JURÍDICA Y RETROACTIVIDAD; La recuperación 

económica con renovables, Greenpeace (2014); El 
monstruo de la energía, Greenpeace (2015); Au-
sencia de diagnóstico, alternativas no analizadas, 
arbitrariedad y discriminación en la nueva regu-
lación del Sector Eléctrico, Dr. Jorge Fabra Utray 
(2015) para el apartado EL DISPARATADO SISTE-
MA ELÉCTRICO ESPAÑOL. Además se han extraído 
datos del informes de la Comisión Nacional de la 
Energía 2013 (CNE); del Anuario 2014 de la Asocia-
ción de Productores de Energías Renovables (APPA) 
y del anuario 2014 de Red Eléctrica Española (REE).
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ANPIER, LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE PRODUCTORES DE ENERGÍA FO-

TOVOLTAICA, ES UNA ORGANIZACIÓN DE ÁMBITO NACIONAL Y SIN ÁNI-

MO DE LUCRO, PARA LA REPRESENTACIÓN Y DEFENSA DE LOS INTERE-

SES DE LOS PRODUCTORES DE ENERGÍA SOLAR FOTOVOLTAICA. ANPIER 

ES LA ASOCIACIÓN MÁS REPRESENTATIVA DEL SECTOR FOTOVOLTAICO 

ESPAÑOL, AGRUPANDO A MÁS DE 5.000 SOCIOS, PERSONAS FÍSICAS 

Y JURÍDICAS DE TODAS LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DEL ESTADO.

Agustín de Betancourt, 17 – 1ª Planta
28003- Madrid
T.: (34) 91 133 68 77
http://www.anpier.org
info@anpier.org
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